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    Introducción


    Los años de la Alianza: transformación de la crisis de acumulación en crisis orgánica


    Alfredo Pucciarelli


    Ana Castellani


    I


    El período de gobierno de la Alianza coincide con un proceso crítico en la historia argentina reciente. Durante esos pocos años se desarrolló en forma acelerada una crisis económica, social y política sin precedentes. La superposición y lo vertiginoso de los acontecimientos que se sucedieron entre 1999 y 2001 muchas veces impiden captar la naturaleza misma de la crisis y situarla en perspectiva histórica. En este libro buscamos comprender este proceso en toda su complejidad, mediante el análisis exhaustivo de algunas de sus múltiples facetas y, a la vez, realizamos una reflexión analítica más general que nos permite ubicar la crisis en un contexto histórico más amplio.


    En efecto, consideramos que “la crisis de 2001” se inscribe en un proceso de decadencia de larga data, vinculado a la conformación de un nuevo régimen social de acumulación instaurado en la última dictadura, que pasa por diversas etapas. Hemos analizado en profundidad cada una de ellas en otras oportunidades (Pucciarelli, coord., 2004, 2006, 2011). A modo de resumen, presentamos las características más sobresalientes y las principales conclusiones que surgen de nuestras investigaciones previas.


    A partir del golpe de Estado de 1976, se desmantelaron los soportes del modelo de industrialización sustitutiva con inclusión social generado en las tres décadas previas. La implementación de un plan económico que superponía medidas de liberalización y reforma estructural con mantenimiento de transferencias de recursos públicos a la gran industria produjo una reestructuración heterogénea y regresiva del sector industrial, que había sido pivote de la estrategia característica del modelo anterior. La combinación de apertura y liberalización del mercado financiero, políticas de apreciación cambiaria y apertura comercial tuvo efectos devastadores en el tejido industrial (Schorr, 2004). El congelamiento salarial, la desregulación de precios y la eliminación de retenciones a las exportaciones tradicionales generaron una fuerte redistribución de los ingresos desde el trabajo hacia el capital, y desde el sector industrial hacia el primario. La reforma financiera de 1977 facilitó la generalización de mecanismos de valorización de capital que desplazaron a la industria como sector más dinámico de la economía, generaron déficits estructurales en el sector externo y fiscal y acrecentaron el poder económico de la fracción más concentrada del capital local. Las crisis de 1981 y 1982 marcaron los límites estructurales del modelo de gestión liberal corporativa iniciado en 1976 (Pucciarelli, 2004) y configuraron un escenario macroeconómico altamente inestable, signado por el peso de la deuda externa sobre las finanzas públicas.


    La crisis fiscal y el problema de la deuda externa condicionaron la estrategia del nuevo gobierno democrático. Más allá de los intentos progresistas ensayados durante la gestión de Grinspun al frente de la cartera económica, durante la presidencia de Alfonsín se consolidaron los rasgos más regresivos del modelo de acumulación gestado en la dictadura (Basualdo, 2006, Pucciarelli, 2006). El Estado adquirió un papel relevante en la nueva etapa de valorización financiera del capital, garantizando las transferencias de recursos públicos al capital concentrado local por medio de subsidios directos e indirectos, situación que puso en jaque a las finanzas públicas (Castellani, 2009). Esto, a su vez, condujo a un profundo deterioro en la calidad de los servicios sociales más elementales (salud, educación, seguridad, etc.) y puso en cuestión la capacidad del Estado para administrar sus propias empresas. La imposibilidad de sostener los pagos de la deuda externa y las transferencias de recursos al capital concentrado llevaron al colapso del Estado hacia fines del gobierno radical. La “corrida” bancaria y cambiaria de febrero de 1989 disparó una aceleración de los precios internos que adquirió características inusitadas (Ortiz y Schorr, 2006). La crisis hiperinflacionaria de julio de 1989 constituyó la expresión más acabada del profundo signo regresivo del modelo de acumulación iniciado a mediados de los años setenta, también de los límites del Estado para contener el avance del poder económico concentrado local. Y esa crisis marcó, a la vez, el comienzo de una nueva etapa en el régimen social de acumulación que se inicia con el gobierno de Menem.


    En efecto, después de la crisis hiperinflacionaria, el menemismo se presentó como un proyecto refundacional que pretendía modificar de raíz la configuración del Estado y su relación con la sociedad. Consistía en un proyecto liderado por una fracción del peronismo que se volvió hegemónica, que contaba con el apoyo explícito de los grandes empresarios, la mayor parte de los economistas y los principales comunicadores sociales, y que asumió como propios el diagnóstico y las propuestas de cuño neoliberal sintetizados en el denominado Consenso de Washington (Pucciarelli, 2011).


    La combinación de reformas estructurales (desregulación, apertura comercial y financiera y privatizaciones), convertibilidad monetaria y reestructuración de la deuda pública (plan Baker), permitieron consolidar una nueva etapa en el régimen social de acumulación signada por la estabilidad macroeconómica y el crecimiento del PBI, favorecido por el ingreso de capitales externos. Sin embargo la “prosperidad” de esos primeros años de la década del noventa quedará en entredicho después de la crisis del Tequila de diciembre de 1994, en que por primera vez se pondrá en duda la estabilidad del modelo y se iniciará un proceso de estancamiento relativo signado por la fuga de capitales y el deterioro pronunciado de los niveles de empleo que se prolongará con matices hasta fines de 1998 (Castellani y Gaggero, 2011). A partir de ese momento –que coincidió con el final del segundo mandato de Menem–, se volvió evidente la imposibilidad de sostener la acumulación sin profundizar las reformas estructurales, avanzando sobre la desregulación de los mercados (en especial el laboral) y la privatización de la banca pública y de YPF. Precisamente en esta disyuntiva se inició la crisis más profunda, que coincidirá prácticamente en su totalidad con el gobierno de la Alianza.


    Ahora bien, en términos analíticos podemos dividir este período en cuatro grandes etapas. La primera abarcó el lapso entre la recesión económica del último trimestre de 1998 hasta la obtención del denominado “blindaje” financiero acordado con el FMI en diciembre de 2000. En ese lapso, la crisis de acumulación se instaló gradualmente en la agenda pública y se volvió evidente para los grandes actores económicos, vistas las crecientes dificultades para garantizar la regularidad en la acumulación del capital. El gobierno de la Alianza proponía salir de este estancamiento ampliando las cuasi rentas lewisianas (Nochteff, 1999); esto es, aumentando la explotación de la mano de obra, mediante la implementación de la Ley de Reforma Laboral. Precisamente el tratamiento de esta ley produjo cimbronazos en la coalición gubernamental, generando cambios en la conformación del Gabinete y en el rumbo de las políticas públicas, proceso que llegó a su máxima expresión en la renuncia del vicepresidente a comienzos de octubre del año 2000. Poco a poco, el creciente deterioro de las finanzas públicas y las dificultades para afrontar los compromisos externos configuraron un escenario de crisis fiscal y financiera que se intentó subsanar con una nueva línea de crédito internacional por 39.700 millones de dólares, que comprometía al gobierno a acelerar las reformas estructurales pendientes en el mercado laboral, y en el sistema previsional y de obras sociales.


    Durante el primer semestre de 2001, se desarrolló una segunda etapa en la cual la crisis fiscal apareció con toda crudeza y devino crisis financiera. El Estado perdió capacidad de acción, a causa de un deterioro sustantivo de sus recursos y también de la incapacidad de financiarse en sus aspectos más elementales. El gobierno recurrió a un ajuste nominal de los salarios del sector público, condicionó el pago de todas sus obligaciones al pago de la deuda externa y sancionó la Ley de Déficit Cero que desató una oleada de protestas generalizada en todo el país.


    Las dos últimas etapas abarcaron el conflictivo segundo semestre del año 2001, período caracterizado por una profunda crisis social, política e institucional. La asfixia fiscal y financiera del sector público puso en jaque la continuidad misma de la Convertibilidad y, en un intento por evitar el colapso del sector bancario y financiero local, el ministro Cavallo implementó, hacia el final de noviembre, un sistema de restricción a los retiros bancarios popularizado como “Corralito”. Precisamente esta medida desatará la mayor oleada de protestas del período, permitiendo la confluencia de los reclamos de los sectores medios y los sectores populares. La crisis de hegemonía se transforma en crisis orgánica a finales de diciembre, en plena sucesión de saqueos, marchas, piquetes y cacerolazos, que llevó a decretar el estado de sitio y desató los trágicos sucesos de los días 19 y 20 de diciembre, con más de treinta muertos y la disolución del gobierno, cristalizada en la imagen de la huida de De la Rúa en helicóptero desde la terraza de la Casa Rosada. A partir de ese momento la crisis de hegemonía devino crisis orgánica. El país se sumergía, así, en lo más profundo de la crisis social, política, institucional e ideológico-cultural que cuestionaba los fundamentos mismos de la solidaridad social y los contenidos de toda la producción simbólica de cuño neoliberal generada por la clase dominante durante las décadas previas. En ese contexto de disolución de casi todas las formas y criterios de legitimación, el elenco político e institucional todavía en funciones (uno de los grupos más profundamente cuestionados por la rebelión social) se abroqueló en la institución parlamentaria y, sin modificar las reglas del funcionamiento democrático, intentó con éxito conjurar la crisis mediante la articulación de un pacto corporativo que, ante la falta de un proyecto contrahegemónico consistente, actuó como gestor y soporte de un renovado gobierno provisional, capaz de reconstruir las bases fundamentales y los modos de funcionamiento de la estructura social, política e institucional preexistente.


    La crisis de acumulación se transforma en crisis fiscal (diciembre de 1999-diciembre de 2000)


    A pesar del desplazamiento de Menem, el menemismo, tomado como concepción de la economía y de la política, se introdujo en el núcleo íntimo del gobierno de la Alianza. Desde el inicio de su mandato, en diciembre de 1999, el presidente asumió como propia la concepción fiscalista de la insolvencia pública que venían pregonando los economistas ortodoxos (Heredia, en este volumen) y subordinó su gestión a la necesidad de resolver el peso crónico de la deuda externa, aceptando las demandas de la banca acreedora y aplicando al pie de la letra las políticas diseñadas por los organismos internacionales de crédito (Nemiña, en este volumen). Las primeras medidas tomadas por el flamante ministro de Economía, José Luis Machinea, se enmarcaron en esta estrategia más amplia, de obtener respaldo financiero a cambio de implementar reformas estructurales pendientes y profundizar el ajuste fiscal.


    Con la puesta en marcha del nuevo plan se acrecentó la protesta social y se produjo la fractura de la principal central obrera del país. En este contexto, los “beneficios” del financiamiento internacional se volvieron deletéreos. Sobrellevando un ajuste de gastos estatales perverso, pero todavía insuficiente a juicio del gran capital, una economía en retroceso y un alto déficit fiscal, la Argentina ingresó nuevamente en el círculo vicioso del endeudamiento. Despojado de la posibilidad de obtener recursos propios, el gobierno requirió en forma urgente nuevos empréstitos del sector privado para afrontar inminentes vencimientos de la deuda, acrecentando así el poder de coacción de tecnócratas, inversores y especuladores para imponer, por intermedio de políticos y funcionarios locales, una nueva ronda de medidas de ajuste: algunas convenidas anteriormente y otras diseñadas para aprovechar las oportunidades que la coyuntura presentaba.


    En esa atmósfera de creciente frustración por la improductividad de las medidas adoptadas, el ministro Machinea insistió en la necesidad de generar un mayor nivel de confianza en los mercados y logró imponer un nuevo ajuste de gastos promulgado por decreto el 29 de mayo, que incluía una reducción de los salarios de los trabajadores del sector público (un 12% para las remuneraciones entre $1000 y $6500, y un 15% para las superiores a este monto). Esta medida preanunciaba, en realidad, la adopción de otras dos trascendentales decisiones: la desregulación de las obras sociales (reclamada desde tiempo atrás por el FMI) y la generación de un nuevo plan de inversiones públicas para incentivar la actividad económica, que finalmente quedó en nada.


    Dada la particular relevancia de sus protagonistas, el conflicto por la modificación de salarios estatales se tornó aún más violento en el Congreso nacional. La reducción dispuesta por el vicepresidente Álvarez fue anulada por una decisión similar a la anterior en la Cámara de Senadores. El mismo día en que esto ocurrió, comenzaría a desarrollarse el conflicto entre dicho cuerpo y su presidente, que alcanzará su punto más candente dentro del marco de las denuncias por pago de sobornos para aprobar la reforma laboral, escándalo conocido popularmente como “Ley Banelco”. Ese conflicto continuará latente durante varios meses y desembocará en una suerte de sorpresivo golpe institucional provocado por la fracción neoliberal del sector delarruista en busca de mayor hegemonía dentro del Gabinete de ministros. El 5 de octubre, cuando De la Rúa anunció una modificación del elenco que marchaba claramente tras ese objetivo, “Chacho” Álvarez renunció a la vicepresidencia de la República y, a pesar de las primeras apariencias, abrió un claro proceso de aislamiento, crisis y virtual disolución de la Alianza gobernante (Dikenstein y Gené, en este volumen).


    La descomposición de la coalición gubernamental, el aislamiento político del Ejecutivo y la sensación de ingobernabilidad (tres antiguos rasgos del sistema político argentino que permanecieron disimulados durante el primer semestre del mandato de la Alianza) resurgieron al calor del fracaso y el rechazo provocados por las políticas de ajuste. A su vez, la crisis de gobernabilidad agudizó aún más la crisis fiscal por la prolongación del estancamiento y la crisis de financiamiento por aumento de la desconfianza de los acreedores respecto de la solvencia del país a la hora de afrontar sus compromisos externos. El precario equilibrio político y macroeconómico de este breve período comenzó a disolverse en el mes de noviembre, impulsado por la creciente sensación de que la Argentina ya no podría saldar con recursos propios sus obligaciones mediatas e inmediatas, generadas precisamente por esas sucesivas estrategias de financiamiento. En ese momento las mediciones del “riesgo país” se convirtieron en el termómetro de la situación económica. La elevación de ese coeficiente hasta los 800 puntos y su posible consecuencia –el desplazamiento de la Argentina del mercado de capitales– encendieron las luces de alerta, impulsaron la estrategia del “blindaje” y abrieron la etapa final de la gestión del ministro Machinea.


    A pesar de la evidente dificultad del país para garantizar el pago de sus compromisos externos, el FMI aceptó el nuevo reclamo del gobierno argentino y decidió organizar una megaoperación de rescate que –debido a su magnitud, sus condicionamientos y su oportunidad– se denominó “blindaje financiero”. Para eso, las dos partes redactaron una carta de intención en la cual el gobierno se obligaba a implementar tres medidas relevantes destinadas a reducir nuevamente el gasto público pero intentando no incentivar con las nuevas disposiciones de ahorro las tendencias recesivas ya existentes: a) modificar la Ley de Responsabilidad Fiscal promulgada por la dictadura militar y el texto de la Ley de Presupuesto del año 2001 (todavía en tratamiento, para autorizar un déficit fiscal más elevado); b) enviar al Congreso un proyectos de reforma de las leyes de seguridad social para eliminar definitivamente el sistema de reparto y reducir los montos de la “prestación universal” garantizada por el Estado; c) establecer un nuevo pacto fiscal federal destinado a congelar el denominado “gasto primario” de todas las provincias hasta el año 2005, a cambio de un incremento mensual garantizado en las respectivas alícuotas de los montos de coparticipación impositiva.


    Se acordaba de ese modo desarrollar una estrategia contradictoria que perseguía tres objetivos prácticamente incompatibles: incrementar los niveles de reducción del gasto estatal, inyectar con nuevos préstamos mayor liquidez en la economía para inducir la postergada reactivación y generar, con la concesión de nuevos créditos, un nuevo estado de transición, un nuevo período de gracia hasta el momento en que el repunte de los niveles de producción, de empleo, de ingresos y de consumo permitieran recuperar la solvencia fiscal y la confianza de los acreedores.


    La crisis fiscal se transforma en crisis financiera (enero-julio de 2001)


    La crisis fiscal se transformó en crisis financiera durante el lapso entre el denominado “blindaje” del mes de enero y el momento en que los bancos se negaron a continuar otorgando préstamos a tasas “razonables”, a comienzos del mes de julio de 2001. De ese modo se generó una situación límite en el proceso de endeudamiento que obligó al gobierno a establecer una nueva estrategia de equilibrio fiscal denominada “déficit cero”.


    Al comienzo de esta etapa, el cambio del contexto internacional y las dificultades para hacer aprobar por el Congreso nacional las medidas políticas e institucionales comprometidas en el memorándum de entendimiento, que daba lugar al blindaje financiero, aceleraron el desgaste político del ministro Machinea que se vio obligado a presentar su renuncia sólo dos meses después.


    Ante el vacío de poder generado por el descabezamiento de la conducción económica y sus interminables vacilaciones políticas, el Poder Ejecutivo decide redoblar la apuesta con un enroque, designando en esa función al ministro de Defensa, Ricardo López Murphy, un economista radical ultraortodoxo que desde tiempo atrás proclamaba la necesidad de retornar al equilibrio fiscal aplicando sin contemplaciones un severo programa de reducción de todo tipo de gastos estatales. Una estrategia que volvía a insistir con más de lo mismo: equilibrar la situación fiscal para superar la crisis financiera en ciernes, superar el estancamiento económico y recuperar consenso e iniciativa política antes de ingresar en la crucial campaña electoral que se avecinaba. A pesar del apoyo concedido por la totalidad del establishment y de los grandes medios de comunicación, la nueva postura produjo rechazos inmediatos y casi unánimes en todos los sectores sociales y abrió un frente netamente opositor en el seno mismo de la coalición gobernante.


    Después de muchas discusiones internas, marchas y contramarchas en que se dirimieron correlaciones de fuerzas intragubernamentales que habían comenzado a cristalizarse a partir de la renuncia de Machinea (en torno a quién, cómo y hasta dónde debían aplicarse los programas de reducción de gastos), el nuevo ministro, respaldado por el presidente, logró neutralizar las objeciones, superar los obstáculos (que incluso lo obligaron a amenazar con su renuncia) y poner en conocimiento de la sociedad entera, en conferencia de prensa del 16 de marzo, el contenido del controversial programa de reducción de gastos estatales del año en curso. En esa instancia se establecía un drástico recorte de 890 millones de pesos en los gastos a escala nacional y una reducción de 968 millones en las partidas de recursos que el Estado nacional les transferiría a las provincias. Ese recorte contemplaba una disminución del presupuesto educativo nacional destinado a las universidades y al Fondo de Incentivo Docente, la eliminación del subsidio al gas patagónico y del Fondo Especial del Tabaco, así como un el incremento del 15% en el impuesto al valor agregado (IVA) a la televisión por cable, espectáculos artísticos, cinematográficos y deportivos, entre otros.


    El fuerte y deliberado contenido antipopular del nuevo programa económico, unido al modo soberbio y autoritario con que el ministro los presentaba a la sociedad, abrió un inesperado frente de confrontación con las centrales obreras opositoras, la mayoría de los partidos políticos y las organizaciones sociales. Entre todos articularon una larga secuencia de variadas formas de protesta y resistencia a las medidas de ajuste que modificó drásticamente el clima político del país y agudizó la tendencia al aislamiento que ya manifestaba el gobierno desde tiempo atrás. Los fuertes e indisimulados conflictos internos dentro de la coalición gobernante, sumados a la renuncia de los ministros de Educación y del Interior contrarios a las reformas, además del retiro de prácticamente todos los frepasistas que habían continuado dentro del Gabinete nacional, disolvió en tiempo récord la escasa legitimidad política que aún detentaba el ministro López Murphy y lo obligó a renunciar sólo dos semanas después de asumir, a pesar del apoyo que intentaron brindarle hasta último momento tanto el presidente como su entorno de funcionarios neoliberales.


    A esa altura de los acontecimientos, la sucesión de intentos fracasados destinados a frenar la debacle económico-financiera, unida a la acumulación de conflictos irresueltos o mal resueltos entre los distintos sectores de la Alianza gobernante, generaron una nueva dimensión de la crisis: la transformación del estancamiento económico, la debilidad fiscal y la insolvencia financiera en crisis político-institucional, es decir, en crisis de gobierno y de gobernabilidad; una nueva amenaza a la estabilidad del régimen de gobierno que ya se había insinuado peligrosamente durante el “golpe de mano” interno del mes de octubre, causante de conflictivos desplazamientos y renuncias dentro del elenco ministerial. Como ya señalamos, esto desembocó en la renuncia del vicepresidente de la Nación. Durante el último intento, el severo plan presentado por el fugaz ministro López Murphy había provocado un resurgimiento de la protesta popular, un cataclismo político y un ostensible vacío de poder.


    Frente a ese deprimente panorama, el entorno liberal del presidente intentó restañar los daños ocasionados y recuperar posiciones perdidas, en un intento por superar el aislamiento gubernamental con una nueva estrategia: la incorporación de Domingo Cavallo en el Gabinete como jefe de la cartera de Economía; una designación que, en las condiciones pactadas entre el presidente y el nuevo ministro, suponía en la práctica la reinvención de una nueva figura dominante, la del “ministro presidente”, similar a la implementada por la dupla Cavallo-Menem durante los años noventa. Se trataba del retorno del viejo tecnócrata neoliberal impulsado por la banca acreedora para desplazar al poder político del centro de la escena y acordar los términos del ajuste y la estrategia de salvataje del sector financiero, directamente con sus pares de los “bunkers” privados y de los organismos internacionales de crédito.


    Pero en esta ocasión el “operativo retorno” era acompañado por nuevas exigencias, y por un programa de regeneración económica y saneamiento financiero, basado sobre la introducción de un nuevo criterio que intentaba combinar en forma virtuosa cuatro grandes variables: una política de recursos estatales alejada de la concepción fiscalista de la crisis, una política monetaria sustentada sobre la preservación de un régimen de Convertibilidad ampliada con la incorporación de nuevas monedas, la reformulación de las condiciones de funcionamiento del capital financiero y la puesta en marcha de un plan de reactivación económica y crecimiento del empleo, basado sobre el incremento de la productividad del capital. En otros términos: para poder solventar las erogaciones de la deuda resultaba imprescindible reactivar primero la economía, pero para que eso fuese posible había que comenzar por disminuir la insoportable presión de planes de ajuste fiscal, calmar el frente social y recuperar la iniciativa política al negociar la aprobación conjunta de políticas de Estado con todas las organizaciones sociales y los partidos de oposición (Pucciarelli, en este volumen).


    Con la promesa de reactivación económica y regeneración social que se dejaba traslucir en ese discurso inesperadamente heterodoxo, el ministro alimentaba las expectativas favorables de grandes sectores sociales; así, obtuvo la rápida aprobación legislativa de un conjunto estratégico de poderes especiales. A partir de ese momento, intentó poner en marcha un indisimulado proyecto de acumulación de poder personal resolviendo, en un solo movimiento, la perpetuación del dilema que desgastaba al gobierno prácticamente desde sus inicios y que ya había fagocitado a dos ministros de Economía en sólo cuatro meses. En un contexto en el cual el estancamiento económico y la declinación de los recursos fiscales se retroalimentaban, se procuraba responder en simultáneo a las presiones cruzadas de los dos grandes protagonistas de la crisis: los insistentes reclamos de austeridad fiscal del sector financiero y las crecientes protestas por la destrucción del empleo y la disminución de ingresos por parte de las organizaciones representativas de los sectores populares.


    En ese sentido, el nuevo “superministro” hizo honor a sus antecedentes. Desde el mismo día de su asunción, el 20 de marzo, su conocida pulsión hiperkinética contrastó con la tradicional abulia del resto del gobierno y generó en la sociedad, en los organismos internacionales fiscalizadores de la marcha de la deuda y en el Departamento de Estado estadounidense la sensación de que había llegado para colmar un ya insoportable y peligroso vacío de poder. Apenas un día después de su asunción, anunció un proyecto, conocido como “Ley de Competitividad”, que incluía la creación de un impuesto a las transacciones financieras y la modificación de algunos aranceles externos con el fin de mejorar la competitividad de la producción doméstica. Además, proponía la ampliación de la Convertibilidad mediante la creación de una “canasta de monedas” que incorporaba en primer término el euro como valor de referencia.


    Tal como se esperaba, este modo de replantear la cuestión de la crisis modificó temporariamente el escenario político promoviendo acuerdos y novedosos (aunque fugaces) realineamientos. Algunos dirigentes políticos y gremiales opuestos y críticos de las dos gestiones económicas anteriores, dentro y fuera de la coalición gobernante, creyeron ver en el nuevo enfoque “heterodoxo” del plan Cavallo la posibilidad cierta de comenzar a resolver la crisis, recorriendo un nuevo círculo virtuoso que empezaba por la reactivación económica y la recreación del empleo, para llegar a generar una situación de solvencia financiera capaz de enfrentar las obligaciones de la deuda sin necesidad de apelar a nuevos planes de ajuste ni recurrir a nuevas fuentes de financiamiento.


    Ese nuevo plan heterodoxo tomaba como base la aplicación de una estrategia tan audaz como inconsistente: pretendía definir autónomamente las condiciones futuras de la negociación de la deuda, criterio inadmisible que los operadores locales del capital financiero, los funcionarios de los organismos internacionales y las calificadoras del “riesgo país” enfrentaron y desarticularon sin mucho esfuerzo, combatiéndolo en su propio terreno, el mercado de divisas y los flujos de capitales. El proceso de desgaste que culminó en la capitulación definitiva y total del “superministro” fue permanente, pero durante su transcurso hubo tres momentos culminantes, de gran intensidad: la corrida del denominado “Viernes Negro” del 21 de abril, la férrea oposición a la Ley de Convertibilidad Ampliada (aprobada por el Senado el 21 de junio) y el golpe de mercado del mes de julio, que terminó de forzar la reconversión neoliberal de Cavallo.


    Sólo tres meses después del espectacular estreno del “programa heterodoxo”, el ministro intentó resolver el problema cada vez más grave de la insolvencia financiera volviendo a insistir con el mismo recurso que provocó el fracaso de todos sus antecesores. Lanzó una gran operación de canje de bonos de la deuda apoyada por el FMI y la banca internacional, que fue conocida como “Megacanje”. Esa operación de rescate por casi 29.500 millones de dólares no permitió resolver ninguno de los problemas pendientes pero se transformó en un gran negociado que benefició a los acreedores con elevadísimas tasas de interés y abultadas comisiones a las agencias que actuaron como intermediarias. Más allá de los esfuerzos gubernamentales por demostrar lo contrario, el Megacanje se convirtió en el capítulo final del experimento heterodoxo, la derrota definitiva de las pretensiones autónomas del ministro y la imposibilidad de sostener la vigencia de la Convertibilidad mediante una devaluación encubierta; dejó en evidencia, además, la magnitud de la catástrofe que se avecinaba.


    La crisis financiera y la nueva crisis político-gubernamental generaron una previsible crisis de hegemonía (10 de julio-30 de noviembre de 2001)


    El golpe de mercado de la primera semana del mes de julio culminó el día 10, cuando en una licitación de nuevos bonos el capital bancario fijó tasas onerosas que obligaron al gobierno a rechazar, por primera vez, la asistencia financiera que había recibido durante todo el período para así sostener, en condiciones cada vez más gravosas, la política de endeudamiento perpetuo. Es el momento en que, según lo afirmó el propio De la Rúa tiempo después, los bancos, los organismos internacionales y los Estados Unidos “le sueltan la mano al gobierno”.


    El ministro Cavallo captó el contenido de ese mensaje y ofreció su capitulación, pero decidió enfrentar el desafío de su reconversión redoblando la apuesta. El 11 de julio, anunció junto con el presidente la promulgación de un decreto, primera instancia de una nueva ley de equilibrio fiscal, comúnmente denominada “Ley de Déficit Cero”, que encubría una declaración virtual de cesación de pagos de obligaciones internas y permitía solventar el pago de la deuda externa con recursos fiscales genuinos, sin recurrir a nuevas formas de endeudamiento. Para eso se propuso llevar adelante, por enésima vez, un drástico programa de reducción de gastos, basado en esta ocasión sobre nuevos despidos en la administración pública, reducción de salarios estatales, jubilaciones y pensiones, y la racionalización del gasto en los servicios públicos. Se modificaban las prioridades y se invertían los términos de la política fiscal. En vez de fijar el programa de gastos en función de las necesidades sociales y los compromisos contraídos, el monto de erogaciones y, por consiguiente, las características, el alcance y el volumen de las reducciones, quedan supeditados al monto de los ingresos tributarios mensuales. Una fórmula explosiva que exacerbaría hasta niveles insoportables esa misma contradicción (entre exigencias del capital financiero y necesidades impostergables de los sectores populares) que el gobierno arrastraba sin solucionar desde el comienzo de su gestión.


    De hecho, a partir de esa decisión se aclararon las confusiones anteriores y se produjo de modo cada vez más nítido una división de aguas entre los dos frentes de conflicto. Mientras los gremios estatales, las centrales obreras disidentes y los movimientos sociales rechazaban el nuevo programa y articulaban planes de resistencia que terminaron por arrastrar a la totalidad de las organizaciones populares, el frente empresario se abroqueló en la defensa del gobierno y de la nueva ley (Beltrán, en este volumen). El FMI emitió una declaración de respaldo a la estrategia del gobierno argentino frente a los rumores de default y el presidente Fernando de la Rúa recibió el apoyo de George W. Bush. En ese mismo sentido se pronunció el núcleo central de las asociaciones empresarias. El propio presidente justificó la decisión con un nuevo argumento: “Ya no hay más recursos ni margen de acción. Los mercados han decidido desahuciar a la administración pública nacional”.


    Con esos datos, el Ejecutivo armó un discurso, más cercano a la extorsión que a la búsqueda de consentimiento, con el cual enfrentó exitosamente las discusiones con las fracciones disidentes de la Alianza y las negociaciones institucionales con los partidos, dirigentes y funcionarios del arco opositor. Como resultado de esa compleja confrontación, el gobierno logró la aprobación del proyecto de ley en ambas Cámaras unas semanas después. Poco antes había anunciado por cadena nacional un descuento compulsivo del 13% a las jubilaciones y los sueldos de la administración pública y, a la par de esto, el compromiso de los gobernadores justicialistas de aplicar en sus provincias el principio presupuestario de “déficit cero”, aunque reservándoles el derecho a definir su forma específica de implementación (Raus, en este volumen).


    El hecho consumado dejó en evidencia no sólo el compromiso unilateral del gobierno con las exigencias del sector financiero, sino también el alto grado de adhesión que, por acción u omisión, le estaba brindando la inmensa mayoría del arco político, oficialista y opositor. Esa incapacidad de enfrentar al gobierno y generar formas de resistencia y superacióna la sucesión de políticas que, aunque obligasen a los sectores populares a afrontar los mayores costos, no lograban frenar la progresión de la crisis, llevó hasta los extremos el proceso de aislamiento e impopularidad que ya afectaba a los partidos tradicionales y marcó el comienzo de la transformación de la crisis política y gubernamental –desatada al comienzo de esta etapa– en crisis hegemónica. Una nueva progresión en el proceso de descomposición del vínculo entre sociedad y política que se expresaba tanto en la agudización de los síntomas de ingobernabilidad, como en la virtual desaparición de los contratos de representación y en la extinción de las formas de compromiso, adhesión y participación de grupos y ciudadanos con partidos, dirigentes e instituciones.


    La crisis de hegemonía supuso, además, el inicio de un complejo proceso de descomposición del “bloque histórico” que ya les prestaba consenso pasivo y apoyo electoral tanto a la coalición neoliberal gobernante durante la década de1990, como al frustrado intento de reformulación de estos dos años posteriores. En efecto, como parte no escindible de la trama de acontecimientos que caracterizaban a la conflictividad social desatada por el intento gubernamental de imponer la Ley de Déficit Cero, se registró un cambio cualitativo en el desarrollo de las formas de resistencia, de protesta y de oposición de los sectores populares, encabezados por el nuevo movimiento piquetero y algunas organizaciones gremiales. En efecto, la descomposición de los vínculos políticos, que alienta el desarrollo de esta crisis, coexiste y se retroalimenta con el surgimiento de un nuevo protagonista, el movimiento piquetero, y también con el reagrupamiento y reactivación del movimiento popular. Entre ambos gestaron un nuevo tipo de “poder reinante” de carácter policlasista, que pudo convocar a la acción y acumular fuerza propia por medio de la movilización. Sin embargo, como todavía no había generado un proyecto político alternativo, sólo pudo utilizar la fuerza acumulada para ejercer poder de veto e impedir la consolidación de todos los proyectos restantes. La yuxtaposición de esos dos fenómenos –crisis de hegemonía y desarrollo de un nuevo tipo de “poder reinante”– marcará la naturaleza y evolución de la crisis orgánica que se iniciará al comienzo de la próxima etapa.


    En ese ambiente caldeado por el crecimiento de la confrontación social se realizaron, a mediados del mes de octubre, las elecciones legislativas de medio término. El resultado le otorgó contenido electoral al proceso ideológico político que aquí señalamos. El Partido Justicialista, con el 37% de los sufragios, obtuvo la primera minoría en la Cámara de Diputados y amplió su mayoría en el Senado; la Alianza gobernante, con sólo el 23% de los votos, sufrió una catastrófica derrota. Las diversas agrupaciones de izquierda lograron un importante incremento de su escaso caudal anterior, pero el auténtico ganador en la jornada fue el voto de protesta y deslegitimación que, expresado como voto en blanco o impugnado, llegó al asombroso índice del 21%. Por obra del denominado “voto bronca”, la lucha social y política se transformó por primera vez en lucha político-electoral. Destacando estos resultados, la mayoría de los análisis postelectorales señalaron además algo que ya se había manifestado en otros fenómenos: el agotamiento y comienzo de disolución del régimen político bipartidista.


    A partir de ese momento –y en pleno proceso de extinción de las iniciativas gubernamentales, reforzado por un ostensible vaciamiento de la acción política en general–, la crisis de hegemonía impedirá definitivamente la resolución de la crisis económica y financiera y producirá primero un colapso del régimen de acumulación, luego una rebelión social, y casi simultáneamente su propia conversión en crisis orgánica. Detrás de cada uno de estos factores puede entreverse, además, la agudización de una lucha despiadada, y cada vez más abierta, por definir tanto las medidas como los costos sociales de su resolución.


    De la crisis de hegemonía a la crisis orgánica. La protesta se transforma en rebelión y provoca la disolución del poder político institucional (30 de noviembre de 2001-2 de enero de 2002)


    Despojado de legitimidad, de poder político y de consenso electoral, en lugar de generar nuevas soluciones a la progresión de la crisis económica y financiera, el gobierno se convirtió en parte del problema. Con su aislamiento social e inoperancia institucional generó un factor adicional de pánico entre los ahorristas locales, que aceleró la fuga de depósitos y la amenaza de vaciamiento del sistema financiero, desenlace previsible que el “superministro” había intentado impedir con la obtención del último salvataje financiero concedido a regañadientes por el FMI a finales del mes de agosto.


    Convencido de que esa estrategia ya se había derrumbado y no quedaban recursos disponibles para frenar la liquidación de los depósitos bancarios, el gobierno resolvió adoptar una medida desesperada: el 1º de diciembre, De la Rúa firmó un decreto de necesidad y urgencia que prohibía retirar de los bancos más de 250 pesos o dólares por semana, por persona y por banco. Además, suspendía el otorgamiento de nuevos préstamos en pesos, la posibilidad de dolarizar los créditos vigentes en moneda nacional al tipo de cambio 1 a 1 y establecía el congelamiento de los depósitos a plazo fijo.


    El “corralito bancario” modificó abruptamente el escenario, ya que dejó en evidencia no sólo la arbitrariedad del poder y la impunidad de que hacían gala los altos funcionarios para decretar el despojo de bienes a un indefenso sector de la ciudadanía, sino también la impotencia de los dirigentes, la subordinación escandalosa del poder político al poder económico y la inevitable constatación de que la búsqueda prioritaria del equilibrio fiscal en una situación de estancamiento económico y regresión social sólo había acelerado el colapso de una estrategia de acumulación que hacía mucho tiempo resultaba insostenible. En ese contexto, la protesta se transformó en rebelión y provocó la disolución del poder político institucional.


    El 19 de diciembre, los saqueos a supermercados y otros comercios en busca de alimentos se multiplicaron en numerosas ciudades y provincias del país. Siete personas murieron, los heridos se contaron en decenas y se produjeron más de quinientas detenciones. Por la noche, el presidente De la Rúa comunicó por cadena nacional que había decretado el estado de sitio durante treinta días como respuesta a la situación de convulsión social. Esto provocó la indignación popular en el país entero. En la ciudad de Buenos Aires –y en otras ciudades importantes, como Rosario y La Plata– miles de personas salieron a la calle golpeando cacerolas. En la capital se organizaron marchas por las calles de los distintos barrios en abierto desafío al estado de sitio, y numerosas columnas avanzaron hacia el centro de la ciudad, concentrándose en la Plaza de los Dos Congresos y la Plaza de Mayo. A la madrugada, la policía respondió con gases lacrimógenos, causando heridas a varias personas y deteniendo a decenas de manifestantes. Casi al mismo tiempo se conoció la renuncia de Cavallo. Cientos de personas permanecieron en vigilia en la Plaza de Mayo, frente a la residencia presidencial de Olivos y también frente a la casa del flamante ex ministro. A la mañana la policía recibió nuevamente la orden de desalojar a los manifestantes que protestaban en la Plaza de Mayo; para cumplirla, utilizó gases lacrimógenos, balas de goma y carros hidrantes. Al poco tiempo, nuevos grupos se acercaron a la plaza y se instalaron en ella. Estas escenas se repitieron incontables veces durante la mañana y la tarde. El microcentro porteño se transformó en un campo de batalla durante unas siete horas. También en la Plaza de los Dos Congresos, donde se congregaban militantes de partidos de izquierda y otros manifestantes, y se sucedieron los enfrentamientos con la policía, que acrecentaron el número de heridos y detenidos. Cinco manifestantes fueron asesinados con armas de fuego en el centro porteño, en algunos casos por policías que avanzaban disparando desde motocicletas. Numerosos comercios y bancos fueron destruidos e incendiados. A la noche se comunicó oficialmente la renuncia de Fernando de la Rúa y de todo su Gabinete.


    A partir de esas renuncias, las múltiples formas de protesta y rebelión popular de los días subsiguientes trasformaron la crisis de hegemonía en crisis orgánica. Mientras la ofensiva popular en las calles confrontaba con todo el poder político institucional bajo la consigna “que se vayan todos”, en el Congreso y en los pasillos de la Casa de Gobierno, dirigentes y representantes peronistas y radicales debatían distintas propuestas de resolución inmediata de la crisis institucional.


    Ante la ausencia de vicepresidente, decidieron por consenso apoyar la asunción del presidente provisional del Senado, Ramón Puerta, como presidente interino de la Nación durante noventa días, con la única misión de convocar en ese plazo a elecciones generales para completar el mandato presidencial, tal como lo determina la Ley de Acefalía. Después de febriles negociaciones, Puerta optó por asumir por veinticuatro horas con el único propósito de convocar a una sesión especial de la Asamblea Legislativa, que después de un intenso debate resolvió designar como presiente provisional al puntano Adolfo Rodríguez Saá.


    El 23 de diciembre, en su discurso de asunción ante los legisladores, el nuevo presidente dejó entrever que sus planes y sus intenciones políticas eran muy diferentes a las acordadas. En lugar de anunciar las medidas y los tiempos de resolución de la crisis institucional desatada por la renuncia de De la Rúa, comunicó una serie de disposiciones tanto más trascendentes, destinadas a enfrentar los problemas centrales de la crisis económica social e institucional. Entre ellas se destacaba la suspensión del pago de la deuda externa, la ratificación de la Convertibilidad y la creación de una tercera moneda que serviría para el otorgamiento de planes de empleo para desocupados y el pago de los salarios del sector público. Además, decidía el levantamiento del estado de sitio y anunciaba una reforma de los ministerios que suprimiría, entre otros, el de Educación. También se removería al jefe de la Policía Federal, Rubén Santos, responsable de la violenta represión del jueves 20 en la Plaza de Mayo y alrededores. A partir del 25 de diciembre, el flamante presidente inició una serie de reuniones con distintas organizaciones empresariales, religiosas, sindicales, sociales y de derechos humanos. Distintos medios periodísticos nuevamente se refirieron a la voluntad presidencial de prolongar su mandato hasta 2003 y no convocar a las previstas elecciones en marzo.


    En efecto, detrás de sus palabras inaugurales se vislumbraba la intención de utilizar el vacío de poder existente para construir, a la par de su núcleo político originario, una plataforma y un movimiento político capaces de sustentar un proyecto de mayor envergadura. La reacción de la corporación partidaria, unida al comienzo de la segunda etapa de la rebelión popular, obligaron a la renuncia del improvisado primer mandatario apenas una semana después. La rebelión se radicalizó y se instalaron nuevamente los cacerolazos y las asambleas populares, unidos por la ya mencionada consigna, emblemática de la época: “Que se vayan todos”. El modo de neutralización de esa crisis y la recomposición posterior del poder gubernamental se produciría sólo en los dos años subsiguientes, durante el gobierno interino de Eduardo Duhalde.


    II


    Los artículos que conforman esta obra presentan el resultado del trabajo realizado por investigadores y becarios del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (Conicet) y de la Universidad de Buenos Aires (UBA) en el marco de dos proyectos colectivos dedicados a estudiar la crisis del modelo neoliberal.[1]


    El primero de ellos, elaborado por Violeta Dikenstein y Mariana Gené, analiza las características de la Alianza como un frente débil de partidos heterogéneos surcado por fuertes contradicciones internas que impidieron la construcción de un eficiente liderazgo presidencial, la formación de un sólido equipo de gobierno y el desarrollo de un discurso y una estrategia de gobierno única y consistente. Limitaciones y antagonismo que provocaron, además, su virtual desaparición como coalición de gobierno a pocos meses de iniciado su mandato. Utilizando material de archivo, entrevistas a ex funcionarios y diversas fuentes secundarias, las autoras analizan el proceso de construcción de diversas redes de solidaridad política y opuestos núcleos internos de poder, tanto como el modo en que se enfrentaron y se neutralizaron mutuamente durante las diversas coyunturas críticas de ese período.


    A continuación, Diego Raus describe la trayectoria de un Partido Justicialista disminuido por la derrota electoral de 1999, carente de organización nacional y de liderazgo, que intentaba determinar el modo en que esas ausencias se verían compensadas con la coordinación y articulación de los roles desempeñados por su representación parlamentaria nacional, por los gobernadores provinciales y por sus referentes más importantes. El autor pone de relieve, además, las características del proceso de resurrección de ese partido en el ámbito nacional desde el momento en que es relegado en el plano nacional a cumplir una función casi exclusivamente parlamentaria, hasta su retorno al centro del escenario nacional iniciado, primero, durante el estallido de la crisis financiera de julio de 2001 y consolidado, después, con la ostensible recuperación electoral en los comicios legislativos de octubre de ese año. Un resurgimiento que no puede ocultar, sin embargo, el proceso paralelo de discusión y confrontación interna destinado a definir los futuros liderazgos y la rehabilitación de las tradicionales disputas ante la perspectiva cierta de que el debilitamiento incesante de los últimos restos de la Alianza gubernamental los convoque a hacerse cargo de un nuevo mandato presidencial.


    Paula Canelo aborda un tema muy poco analizado por las investigaciones sociohistóricas y políticas referidas a esta época: estudia las relaciones que se establecieron durante el transcurso de la crisis entre el gobierno de la Alianza y las Fuerzas Armadas argentinas desde una óptica especial, la de los efectos que la política de defensa del Poder Ejecutivo tuvo en el comportamiento político-institucional de los militares argentinos. Para eso, el artículo aborda tres ejes que se revelaron especialmente problemáticos durante esos años: la crisis presupuestaria del área de la Defensa, la militarización de la seguridad interior y el avance del frente de los derechos humanos. El texto se detiene especialmente en el análisis de los posicionamientos y diagnósticos de la dirigencia política y de las cúpulas militares durante la crisis de diciembre de 2001.


    En cuarto lugar, el trabajo de Alfredo Pucciarelli aborda lo que consideramos el punto de inflexión de esos agitados años: el tratamiento de la Ley de Déficit Cero, en julio de 2001. En esa coyuntura, las formas de condicionamiento entre actividad económica, vida social y soporte institucional se invierten definitivamente. La estrategia adoptada por el gobierno para afrontar la crisis fiscal y financiera no soluciona ninguno de los problemas que pretende abordar y consolida una crisis de legitimidad político-institucional que se gestaba desde tiempo atrás. El objetivo del trabajo es desentrañar la madeja de acontecimientos que se suscitaron en torno a la sanción de esta ley y sus inmediatas consecuencias, entendiéndolos como parte de un proceso que permite desencadenar el colapso definitivo del régimen de acumulación neoliberal.


    Pablo Nemiña, por su parte, nos muestra cómo la relación entre el FMI y la Argentina durante la gestión de De la Rúa pasó de constituir un vínculo cooperativo, caracterizado por la aprobación de un programa en línea con lo planteado por el gobierno y el otorgamiento de elevados créditos, a uno altamente conflictivo, reflejado en la intolerancia del Fondo ante los sucesivos incumplimientos de las metas económicas y, finalmente, la suspensión del financiamiento. Mediante el análisis de diversas fuentes, el autor muestra que la coincidencia de enfoque sobre el tema de la deuda contribuyó a que la relación entre el Fondo y el gobierno fuera cooperativa hasta comienzos de 2001, pero que el fracaso de los salvatajes financieros acordados, la escasa profundidad de los programas de ajuste, la insolvencia crónica y la negativa de todas las potencias a prolongar el endeudamiento sin modificar el esquema de convertibilidad monetaria, contribuyeron a que el FMI adoptara una posición intransigente hacia mediados de ese mismo año. La imposibilidad política de profundizar el ajuste requerido por el Fondo determinó el aumento de la conflictividad en las negociaciones y, en ausencia de fuentes de financiamiento alternativas, llevó a la declaración de la cesación de pagos y el final de la Convertibilidad.


    El trabajo de Mariana Heredia aborda nuevamente el estudio de los “economistas de profesión”, considerados un núcleo de influencia decisiva en la definición de las estrategias del poder gubernamental. Para eso se remonta al año 1998, momento del estallido de la crisis económica, e intenta identificar las funciones, la ideología y la forma de desempeño de esos actores según el modo en que se enfrentan con una dramática secuencia de tres grandes dilemas. El primero involucra al pequeño grupo de economistas heterodoxos que se incorporaron a los equipos de la Alianza y luego a la gestión gubernamental. En ambas instancias, estos economistas se debatieron entre el deseo de cumplir las promesas progresistas de la coalición y la necesidad de obrar con prudencia para no introducir grandes modificaciones en la política económica que impidieran seguir sostener la paridad cambiaria. Incapaces de superar esas limitaciones e impotentes para frenar la crisis, fueron reemplazados poco tiempo después por un nuevo elenco de economistas ortodoxos que, pese a asumir con nuevos criterios, se vieron obligados a optar por la ambigüedad, oscilando entre la prescindencia frente a una gestión política debilitada y el compromiso con el salvataje de un modelo en el que pocos creían y que ya no contaba con apoyos externos determinantes. Durante las tres últimas etapas de la crisis, cuando la política cambiaria y monetaria se había convertido en un escollo insoportable, el culto a la ambigüedad debió dar paso al reconocimiento, inevitable y trascendental, de una disyuntiva: aceptar los diagnósticos críticos sobre el agotamiento de la Convertibilidad elaborados especialmente fuera del país y obrar en consecuencia, o bien seguir el camino de la lealtad política, defendiendo a pesar de todo la pertenencia a instituciones y modos tradicionales de entender la crisis. Utilizando material de archivo y de entrevistas, la investigación se detiene especialmente en la reconstrucción del modo en que la progresión de la crisis fue despojando de criterios y argumentos a este último grupo que, no sin asombro, se vio obligado a aceptar el derrumbe del orden aparentemente inconmovible que habían defendido y ayudado a construir.


    Cierra el libro el trabajo de Gastón Beltrán. Atravesados por el inmenso dolor que nos dejó su inesperada partida, decidimos incluir su artículo. Un par de semanas antes de sufrir un trágico accidente, Gastón nos envió la versión definitiva de su trabajo dedicado a describir y analizar las posiciones adoptadas por las diferentes fracciones del empresariado argentino frente a la crisis de la Convertibilidad. Allí sostiene que entre 1999 y diciembre de 2001 comienza a cobrar fuerza una perspectiva que se aleja de la visión neoliberal predominante y comienza a plantear la necesidad de un Estado con mayor capacidad de regulación e intervención. Si bien la clausura de la Convertibilidad dividiría aguas entre aquellos que buscaban profundizarla y quienes pregonaban una salida del modelo, sólo hacia finales de 2001 esas posiciones polares se expresan de manera abierta. El trabajo describe la manera en que se organizan y disponen los intereses empresarios, analiza los argumentos desplegados por cada sector en el contexto de la crisis e identifica las acciones desplegadas por las corporaciones industrial (UIA), agropecuaria (SRA) y de las finanzas (ABA) para hacer predominar sus intereses. Constituye un valioso aporte al conocimiento de la acción empresaria en esos años, y sabemos de la convicción de Gastón por profundizar el estudio de estos temas para poder comprender las crisis recurrentes de la historia argentina reciente.
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    1. De la creación de la Alianza a su vertiginosa implosión


    Reconfiguraciones de los elencos políticos en tiempos de crisis[2]


    Violeta Dikenstein


    Mariana Gené


    El presente siglo se inició en la Argentina con una crisis de enorme magnitud. El estallido social, que trajo aparejado el fin del gobierno de la Alianza y la sucesión de cinco presidentes en sólo dos semanas, obró un cambio potente en la escena política, que aún hoy toma como referencia esa experiencia para marcar distancias y contrastes o para reivindicar cierto modo de conducir el Estado.


    La coalición entre la UCR y el Frepaso –denominada Alianza por el Trabajo, la Justicia y la Educación– llegó al poder tras diez años de gobierno menemista, y encontró en la oposición a ese pasado su gran amalgama y articulación. No obstante, una vez en el poder, al calor de los acontecimientos y de la agudización de la crisis económica, comenzó a asemejarse en muchos aspectos al gobierno del cual pretendía diferenciarse. ¿Cómo fue posible el pasaje de las promesas de centroizquierda a la imposición de un realismo neoliberal llamativamente ortodoxo? ¿De qué manera la novedosa coalición entre partidos transitó el camino del rutilante ascenso hacia la abrupta caída? ¿Qué dilemas y tensiones debieron tramitarse en su seno y qué grupos contribuyeron a definir los escenarios de conflicto?


    Observar este derrotero desde atrás hacia adelante, con toda la incertidumbre del momento político en que los actores tomaron las decisiones, permite comprender los procesos históricos y conflictivos en los que los grupos se posicionaron y dieron vida a un tipo de intervención estatal. Desde esta perspectiva, el presente estudio da cuenta de aquella alianza heterogénea que hizo eclosión a fines de 2001 y cuyas tensiones internas funcionaron como condición de posibilidad para su desenlace final. A partir de un trabajo de archivo, entrevistas a funcionarios y recolección de fuentes secundarias, se analiza la formación de esta coalición, la configuración de redes y grupos heterogéneos en su interior y el modo en que estos se posicionaron ante diversas coyunturas críticas. En un primer momento, revisamos la historia previa de la Alianza, aquella que fue tejiéndose en sucesivos acercamientos y distanciamientos, al cabo de los cuales logró sellarse una amalgama de actores y tradiciones dispares. En segundo lugar, reconstruimos brevemente el reparto de cargos que esta coalición realizó una vez llegada al poder y exploramos la formación y reconfiguración de grupos y solidaridades cruzadas en su seno. En tercer lugar, analizamos algunas situaciones concretas de crisis que jalonaron los dos años de gobierno y fueron redefiniendo accidentadamente el perfil de la Alianza, reposicionando a sus protagonistas de modo inesperado y delineando nuevas alianzas, interlocutores válidos y estilos de decisión. El trabajo se cierra con unas consideraciones generales sobre estos elencos casi ininterrumpidamente en crisis durante su experiencia de gobierno.


    Antecedentes y formación de la Alianza:una amalgama entre dispares


    La conformación de la Alianza fue resultado de un proceso sinuoso, signado por marchas y contramarchas, por conflictos y afinidades entre los actores de los dos partidos que desembocaron en la coalición. De aquel proceso resultaría una fusión entre fuerzas dispares que, por diversos motivos, se necesitaban entre sí. Un recorrido por las instancias de acercamiento y negociación entre ambos partidos permite advertir las tensiones que desde un principio anidaron en la Alianza, así como el accidentado trabajo de construcción política que fue necesario para sellarla.


    El movimiento que dio origen al Frepaso surgió a principios de la década de 1990, producto de sucesivos desprendimientos de partidos políticos, que se nucleaban a partir de su oposición al menemismo. Aquella resistencia a las políticas que el “peronismo neoliberal” (Pucciarelli, 2011) llevaba adelante sirvió para aglutinar a diversos sectores y, por lo tanto, sería su fuerza motriz. Los dirigentes del Frepaso provenían de las filas del peronismo, reagrupadas en el Frente Grande y el partido PAIS, pero también del Movimiento Popular de Carlos Auyero, el Partido Comunista, el Partido Intransigente, el Frente Sur, la Democracia Cristiana, el Partido Socialista Popular, el Partido Socialista Democrático y sectores de los organismos de derechos humanos. Desde la conformación del Grupo de los Ocho (1990),[3] pasando por el Modejuso (1991), el Fredejuso (1991) y el Frente Grande (1993), hasta finalmente conformar el Frepaso (1994), el partido naciente fue ganando espacio y visibilidad en el terreno de la política.


    Este camino no estuvo exento de tanteos ni de reconfiguraciones: distintos miembros de peso entraron y salieron de la agrupación al calor de sucesivos conflictos (entre los que sobresalen el alejamiento del Frente Sur de Pino Solanas y el partido PAIS de José Octavio Bordón), pero, en el transcurso de ese flujo, el Frepaso fue adoptando una forma cada vez más consolidada. Con todo, al estar conformado por fragmentos de otros partidos, el propio Frepaso tenía un cierto carácter de coalición (Ollier, 2001). Esta conformación sería una fuente de tensiones en el seno del Frente, ya que resultaba difícil conciliar las diversas tendencias ideológicas de las agrupaciones y los partidos que convivían en él. Pero esa conjunción de actores diversos encontraba su punto de articulación en el fuerte liderazgo de su principal fundador y vocero ante los medios, Carlos “Chacho” Álvarez. Así, con una cultura política de izquierda y peronista en su base (Godio, 1998), el Frepaso lograba aglutinar a miembros dispares.


    Su estructura se caracterizaba por ser difusa y heterogénea en la base, y centralizada en la cúpula, con algunos referentes fuertes. A su vez, existían pocas instancias para definir posiciones y dirimir conflictos entre ellos. En efecto, a causa de su crecimiento vertiginoso y de su configuración como mosaico partidario, el Frepaso adolecía de una organización sólida y de reglas internas claras y consensuadas. Muy por el contrario, la flexibilidad e informalidad en la toma de decisiones, centralizada en los líderes de la fuerza, dejaba poco margen de acción a sus otros integrantes, lo que agudizaba las fricciones y los descontentos internos. Es que la construcción de una organización partidaria sólida y estable no figuró entre los objetivos prioritarios de los líderes de la fuerza, ni en el momento de su conformación ni durante su posterior desarrollo. Preservar su libertad de acción resultaba vital, y para ello era necesario limitar los procedimientos institucionales que constreñían las decisiones de sus principales exponentes. De esta manera, la estrategia de crecimiento del partido se encauzaba por medio de la popularidad de sus dirigentes y la exposición en los medios, y no como resultado de un desarrollo territorial. A su vez, el núcleo del partido consideraba como un requisito importante la velocidad de respuesta de Álvarez, y esta se veía favorecida por el modo peculiar de crecimiento que se había propiciado (Abal Medina, 2009). No obstante, a largo plazo, esa débil institucionalización significaría para el Frepaso un arma de doble filo en lo referente a su poder y a su posicionamiento en el campo político: “Por un lado, le permitió ser versátil pero, por otro lado, le trajo la desventaja de carecer de los recursos suficientes para ser visualizado como partido de gobierno” (Ollier, 2001: 54). Los mismos elementos que resultaron virtuosos para propulsar su veloz crecimiento le ocasionarían, más tarde, profundos inconvenientes (Abal Medina, 2009).


    Lejos de exhibir características similares, el partido que pronto sería su socio, la Unión Cívica Radical, era casi antagónico en su organización. La UCR se erigía como un partido centenario, fuertemente institucionalizado, organizado a escala nacional, con una estructura militante consolidada aunque algo fragmentada por el peso de los liderazgos locales (Persello, 2007; Cheresky, 1999). Pero su aparente fortaleza se encontraba en jaque: luego de la traumática crisis hiperinflacionaria que desembocó en la salida adelantada del ex presidente Alfonsín en 1989, el partido se había visto profundamente debilitado. Esta situación se agudizó con las dificultades que tuvo para presentar una fórmula unificada y coherente de oposición al menemismo. Asediado por una creciente disgregación interna, con diversos dirigentes que competían entre sí por el liderazgo del partido (entre ellos, Fernando de la Rúa), las dificultades de esa fuerza tendieron a acentuarse aún más durante la década de 1990. De este proceso resultó la merma en el electorado del partido, que durante aquel período asistió a un éxodo de su base tradicional de apoyo (Obradovich, 2011). Por último, este escenario desfavorable se volvió aún más crítico con la firma del Pacto de Olivos en noviembre de 1993: al ceder a las intenciones reeleccionistas de Menem, la capacidad del partido para presentarse como alternativa opositora devino todavía más problemática, acentuando a su vez el malestar y la desintegración dentro de las filas radicales.


    De tal descontento surgiría, entre los sectores radicales más reacios a la reforma constitucional en ciernes, la iniciativa de probar suerte y explorar otras vías por fuera del partido. Esta disposición halló eco en el Frente Grande y fue sellada en el célebre encuentro de la confitería El Molino, que congregó a diversos sectores críticos del oficialismo ansiosos por dar una respuesta opositora al Pacto de Olivos. El grupo estuvo compuesto por una línea interna del radicalismo (encabezada por Federico Storani), el Frente Grande, el socialismo y sectores disidentes del peronismo (encabezados por José Octavio Bordón), que por primera vez planteaban de forma explícita la posibilidad de una unión transversal y antimenemista que lograra superar los vicios del bipartidismo. Si bien este proyecto no terminó de concretarse, lo cierto es que sentó un precedente de acercamiento entre dos fuerzas que, en un futuro no tan lejano, resultarían socias. De ahí en más, comenzaron a producirse diversas aproximaciones entre ambos partidos,[4] no sin resistencias desde sus filas internas. Mientras algunos sectores de la UCR coincidían con el Frente Grande (uno liderado por Rodolfo Terragno y el otro por Federico Storani y Juan Manuel Casella), otras corrientes (dirigidas principalmente por Eduardo Angeloz) eran más proclives a realizar acuerdos con el menemismo (Ollier, 2001: 59). En este sentido, la convivencia de distintas tendencias y tensiones internas no era un elemento exclusivo del Frepaso. Por el contrario, las resistencias que despertaba la posible unión se multiplicaban en ambos espacios partidarios. Pero sus ventajas a corto plazo eran elocuentes.


    Con los resultados electorales de 1995, los potenciales beneficios de una alianza se volvieron evidentes. La fórmula presidencial Bordón-Álvarez logró superar a la fórmula radical, tornando insoslayable el debilitamiento sufrido por la UCR luego del Pacto de Olivos.[5] En efecto, el radicalismo disminuía notablemente su caudal electoral y su tradicional perfil de partido opositor. Aun así, la fuerza institucional de la UCR continuaba vigente: mientras que el Frepaso sólo estaba al frente de un municipio (Rosario), el radicalismo ostentaba el gobierno de cinco provincias (Chubut, Córdoba, Catamarca, Chaco y Río Negro) y de 461 municipios de todo el país (Ollier, 2001: 65). En consecuencia, la complementariedad entre ambas fuerzas y las potenciales virtudes de una unión eran cada vez más notorias para los actores. Sin embargo, los temores dentro de cada partido no habrían de mermar. Ciertamente, para el Frepaso estaba en juego su identidad naciente, aún frágil. Sus integrantes temían que una alianza con la UCR los arrastrara hacia el desprestigio que esta había padecido con la hiperinflación y la salida anticipada del gobierno primero, y con la firma del Pacto de Olivos más tarde. Por su parte, en la UCR se temía que una coalición con el Frepaso condujera a fracturas internas que socavaran la integridad y la identidad del partido centenario (Ollier, 2001). Si en toda nueva asociación entre grupos, las fronteras de cada sector devienen inciertas y estas circunstancias generan temores, apuestas diversas y resistencias dentro de cada espacio (Latour, 2008), el proceso de ensamblado entre dos tradiciones dispares se revelaba particularmente trabajoso para sus protagonistas.


    Con todo, las virtudes de una posible coalición no dejaban de ser tentadoras: mientras que el Frepaso contaba con credibilidad y carisma, la UCR gozaba de la fortaleza institucional además de la trayectoria y experiencia de gobierno de las que el otro adolecía. Uno aportaba dinamismo y una presencia arrolladora en los medios de comunicación; el otro, una estructura capilar diseminada en todo el territorio. En cierto sentido, ambas fuerzas se necesitaban y complementaban entre sí: el partido más grande requería del halo de novedad y del carisma del pequeño; mientras que el segundo, para ganar escala en poco tiempo, necesitaba del carácter afianzado del más grande. La jugada tenía sus riesgos pero la oposición al menemismo autorizaba a los actores a ser pragmáticos.


    Ya con las elecciones legislativas de 1997 como horizonte, “Chacho” Álvarez reconoció la necesidad de una alianza con el partido radical y lanzó su propuesta. El interés del Frepaso por sumar electores fue acompañado de un progresivo desdibujamiento de su discurso de centroizquierda. Luego de nutrirse de las tradiciones progresistas evocadas más arriba y crecer meteóricamente en el espacio político por su oposición al menemismo, esta fuerza divisó su techo electoral y comenzó a plantearse una nueva política de alianzas. En ese marco, inició un lento proceso de desgajamiento de sus ideas políticas en virtud de un programa anticorrupción más abarcativo. Si hasta entonces habían criticado frontalmente el modelo económico menemista, a partir de ese momento comenzaron a desplazarse hacia una crítica más centrada en el estilo del menemismo que en el modelo mismo que propiciaba. La estrategia de atenuación de su discurso se uniría, así, a la búsqueda de convergencia con el radicalismo. Para eso, Álvarez sabía que debía convencer a Raúl Alfonsín, cuyo liderazgo en el seno del radicalismo seguía siendo dominante. Efectivamente, desde finales de la década de 1970, el ex presidente tuvo una gravitación constante sobre el partido centenario, aunque el alfonsinismo distara de ser homogéneo y albergara con el tiempo cada vez más diferencias internas (véase Persello, 2007). A pesar de su debilitamiento tras la salida anticipada del gobierno, Alfonsín seguía siendo el gran referente dentro de la UCR, un decisor fundamental que podía obturar o abrir las vías para la consecución de la Alianza. La estrategia de Álvarez para demostrar la necesidad de la Alianza se apoyó en la presión que ejercían las cercanas elecciones legislativas: en la decisiva provincia de Buenos Aires, el radicalismo tenía todas las chances de salir tercero, detrás de Graciela Fernández Meijide y de la inminente candidatura de la mujer de Eduardo Duhalde por el peronismo (Semán, 1999: 38-39). Desde las filas radicales, nuevamente, algunos sectores se mostraron reticentes, y privilegiaron una negociación con el menemismo; mientras que otros se revelaron más inclinados al acercamiento. Pero más allá de las diferencias, los radicales coincidían en que de concretarse una alianza, la UCR debía ser el partido hegemónico de la coalición (Ollier, 2001; Novaro y Palermo, 1998).


    Finalmente, pese a los titubeos dentro de ambos partidos, el 2 de agosto de 1997 la UCR y el Frepaso anunciaron la unión que dio origen a la Alianza por el Trabajo, la Justicia y la Educación. Una vez conformada, la nueva coalición tuvo que atravesar las elecciones legislativas de 1997 (la Alianza salió victoriosa en la provincia de Buenos Aires de la mano de Graciela Fernández Meijide) y acordar un mecanismo para definir la fórmula presidencial para las elecciones de 1999. El camino hacia lo que más tarde fueron las internas abiertas celebradas por la Alianza constituyó un desafío mayúsculo para la coalición. Se dirimían allí los principales espacios de poder de las distintas fuerzas y el protagonismo que podrían tener en el futuro. Ambas partes tenían buenas razones para querer erigir al principal candidato. En lo que respecta al Frepaso, tras su exitoso desempeño en octubre de 1997, Fernández Meijide y Álvarez lideraban las encuestas de opinión y sin duda encarnaban mucho mejor que sus socios radicales las expectativas que la Alianza había comenzado a despertar en la ciudadanía (Novaro, 2002b: 56-57). Por lo tanto, estos líderes veían con recelo la posibilidad de someterse a una elección interna donde el aparato radical habría de tener un fuerte peso. Dentro de los cálculos de los radicales, por su parte, no existía la posibilidad de entregar la candidatura presidencial al partido con menor peso territorial, menos cuadros de gobierno y organización más débil. Además, el mecanismo de unas internas abiertas, en las que pudieran participar los electores independientes para decidir quiénes serían los candidatos, se ajustaba idealmente a la propuesta de terminar con la “vieja política” que encarnaba la joven Alianza. Por más que el Frepaso intentara tibiamente evitarlas, era difícil legitimar una decisión de este tipo sobre la base de encuestas y no a partir del plebiscito de la ciudadanía.


    Las internas se realizaron finalmente el 29 de noviembre de 1998: se enfrentaron Graciela Fernández Meijide por el Frepaso y Fernando de la Rúa por la UCR. El candidato del radicalismo ganó por amplio margen: obtuvo el 63% de los más de 2 millones de votos emitidos. ¿Pero cómo se había llegado a presentar su candidatura? Alfonsín había tenido gran injerencia en desplazar a otro de los posibles candidatos, Rodolfo Terragno, y coronar a De la Rúa en este puesto (Novaro, 2002b: 57), aun cuando el líder de la Capital no pertenecía a su fracción interna sino al ala más conservadora del radicalismo.[6] No obstante, el aspecto más destacado para ungirlo como candidato era que Fernando de la Rúa había podido ganar elecciones aun en contextos críticos del radicalismo, lo que le había permitido construir una fuerza competitiva sobre un partido esclerosado (Semán, 1999: 47). Como bien muestra Persello (2007: 331-332), De la Rúa nunca había contado con el favor de la estructura partidaria, pero su capital político se cimentó al calor de triunfos electorales en coyunturas críticas para el partido: en 1973, cuando el peronismo era invencible, consiguió una banca de senador por la Capital Federal; en 1989, tras el derrumbe del gobierno, logró ser reelecto en el Senado; finalmente, en 1996 obtuvo la jefatura de gobierno de la ciudad de Buenos Aires cuando la UCR estaba por debajo del 20% de los votos a nivel nacional. De este modo, distintos atributos favorables lo instalaban como un buen candidato de cara a la ciudadanía, pero De la Rúa jamás contó con un liderazgo carismáticamente legitimado al interior del radicalismo, sino que era más bien tolerado (Bonvecchi y Palermo, 2000: 105).


    Mientras tanto, en el derrotero que condujo a estas fuerzas desde la constitución de la Alianza hasta las elecciones presidenciales, el mayor desafío consistió en mantener cohesionada la coalición y consolidarla nacionalmente. Esta tarea se encontró con varios obstáculos, algunos de ellos de gran envergadura, como la negativa a conformar listas conjuntas en ciertas provincias, tanto para las elecciones legislativas de 1997 como en las propias elecciones presidenciales de 1999. En efecto, en los distritos que tradicionalmente eran fuertes bastiones radicales (Córdoba, Chubut y Río Negro), sus dirigentes se sentían lo suficientemente fuertes como para prescindir del Frepaso, y compartir los éxitos en nombre de una alianza nacional no era una opción convincente. A esto se sumaba un particular resquemor: en muchos distritos, el Frepaso había ascendido como una fuerza profundamente crítica del radicalismo. Por supuesto, el Frepaso sólo podía aspirar a derrotar al menemismo por medio de listas conjuntas en estas provincias. Pero más allá de las estrategias en cada caso, lo que estas situaciones ponían al descubierto era el modo problemático y trabajoso en que la coalición había logrado consumarse. Por cierto, la exitosa “complementariedad” de ambas fuerzas no lograba saldar las asimetrías de partida. A su vez, el reparto de cargos, los mecanismos de toma de decisiones y las múltiples implicancias de actuar como una coalición de gobierno (y no solamente electoral) no habían sido acordados con precisión.


    Luego de un largo trayecto, la Alianza salió victoriosa en las elecciones nacionales de 1999, con un programa que aseguraba la continuidad de los principios básicos del modelo económico vigente (convertibilidad, privatizaciones, apertura y equilibrio fiscal), pero prometía impulsar las “correcciones” necesarias (políticas de estímulo a la generación de empleo, aumento del gasto social, a los entes reguladores, etc.).[7] ¿Qué significaba a esta altura ser “antimenemista”? Seguramente no había un consenso absoluto entre los miembros dispares de esta conjunción, pero lo que estaba claro era que la convertibilidad, el principal pilar del modelo económico, constituía un dispositivo intocable. Así se procuraba enviar señales tranquilizadoras tanto al establishment como a la opinión pública, en un intento de disipar los temores de que se repitiera una crisis de gobernabilidad similar a la de 1989 (Novaro y Palermo, 1998). No obstante, en el panorama que se avecinaba podían vislumbrarse dificultades. Efectivamente, el cuadro institucional al que se enfrentaba la Alianza triunfante era por demás complejo: durante la ola de elecciones provinciales de ese año, el Partido Justicialista había ganado en catorce provincias, mientras que la Alianza, en clara desventaja, sólo había vencido en seis (Ollier, 2001; Novaro, 2009). A esta contundente derrota se sumaba el fracaso de Graciela Fernández Meijide en las elecciones para la gobernación de la provincia de Buenos Aires. El escenario en que se situaba la flamante alianza se coronaba con una situación de “gobierno dividido”, ya que no había logrado la mayoría en el Senado ni en la Cámara de Diputados (Mustapic, 2005).


    En estas circunstancias, el desafío que se abría para la Alianza era el de mantenerse unida y obrar cohesionada, a pesar de su diversidad constitutiva. La conformación de sus elencos de gobierno fue una de las primeras pruebas para esta amalgama entre dispares.


    La Alianza en el poder: de tensiones y disputas entre grupos


    El reparto de las posiciones en el Gabinete tradujo desde el primer día de la Alianza la disparidad de fuerzas entre la UCR y el Frepaso. Si el primer desafío de la llegada al poder era armar los equipos de gobierno, este se saldó respondiendo a las múltiples tensiones y disputas entre grupos, dejando ganadores y perdedores. Por un lado, el radicalismo constituyó una ostensible mayoría en los cargos del Poder Ejecutivo: en el primer Gabinete, de un total de once ministerios –contando la jefatura de Gabinete–, el Frepaso sólo ocupaba dos (Graciela Fernández Meijide, en Desarrollo Social, y Alberto Flamarique, en Trabajo –véase cuadro 1.1–). La misma asimetría se replicaba en sus segundas líneas: el Frepaso estaba a cargo de sólo ocho secretarías sobre cuarenta y dos, y de cuatro subsecretarías sobre cincuenta y ocho (Ollier, 2001: 159). A todas luces, la confluencia de estas dos fuerzas en la coalición no se plasmó en un reparto equilibrado de funciones, sino que, a medida que nos aproximamos a la cúspide del poder, la presencia de frepasistas tiende a desvanecerse.


    Cuadro 1.1. Gabinete inicial de la Alianza
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            Partido/fracción

          
        


        
          	
            Jefatura de Gabinete

          

          	
            Rodolfo Terragno

          

          	
            UCR

          
        


        
          	
            Ministerio del Interior

          

          	
            Federico Storani

          

          	
            UCR

          
        


        
          	
            Ministerio de Economía

          

          	
            José Luis Machinea

          

          	
            UCR

          
        


        
          	
            Ministerio de Relaciones Exteriores

          

          	
            Adalberto R. Giavarini

          

          	
            UCR-DLR

          
        


        
          	
            Ministerio de Trabajo

          

          	
            Alberto Flamarique

          

          	
            Frepaso

          
        


        
          	
            Ministerio de Educación

          

          	
            Juan José Llach

          

          	
            Independiente

          
        


        
          	
            Ministerio de Defensa

          

          	
            Ricardo López Murphy

          

          	
            UCR

          
        


        
          	
            Ministerio de Salud

          

          	
            Héctor Lombardo

          

          	
            UCR-DLR

          
        


        
          	
            Ministerio de Justicia

          

          	
            Ricardo Gil Lavedra

          

          	
            UCR

          
        


        
          	
            Ministerio de Desarrollo Social

          

          	
            Graciela Fernández Meijide

          

          	
            Frepaso

          
        


        
          	
            Ministerio de Infraestructura y Vivienda

          

          	
            Nicolás Gallo

          

          	
            UCR-DLR

          
        

      
    


    * Los nombres de algunos ministerios están abreviados para su presentación en el cuadro; entre ellos: Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto; Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos; Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología; Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos; Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente. Asimismo, no se consignan sus cambios de denominación a lo largo del tiempo.


    Tampoco hacia el interior de la UCR el reparto de cargos era particularmente equilibrado. Sólo uno de los ministros, Federico Storani, pertenecía a los sectores tradicionales del partido (Persello, 2007: 332). La nutrida presencia de economistas reafirmó el carácter poco usual del flamante Gabinete: tal era el caso del ministro de Economía (José Luis Machinea), pero también de los responsables de Relaciones Exteriores (Adalberto Rodríguez Giavarini), Defensa (Ricardo López Murphy) y Educación (Juan José Llach). La designación de este último causó incomodidad y críticas internas por parte del Frepaso, aunque el propio Álvarez habría favorecido su nombramiento (Jozami, 2004: 145). Dicho apoyo era aún más controvertido siendo que Llach se había desempeñado como viceministro de Economía durante la gestión de Cavallo, y que el Frepaso contaba entre sus filas a la referente del gremio docente Marta Maffei. De perfil opuesto al ministro seleccionado, Maffei objetó entonces que “la visión tecnocrática y economicista predominara en el ámbito educativo” (Persello, 2007: 332).[8]


    La tendencia al desbalance entre la UCR y el Frepaso no se revertiría con el correr del tiempo. Del total de veintisiete ministros que transitaron por las distintas carteras durante los dos años de gobierno, sólo cuatro provenían de las filas del Frepaso (a los ya nombrados se sumarían Marcos Makón y Juan Pablo Cafiero en el ministerio de Desarrollo Social –véase cuadro 1.3–).


    Cuadro 1.2. Recambios ministeriales durante 2000


    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            Ministerio

          

          	
            Ministro

          

          	
            Partido/fracción

          
        


        
          	
            Jefatura de Gabinete

          

          	
            Chrystian Colombo

          

          	
            UCR

          
        


        
          	
            Ministerio de Trabajo

          

          	
            Patricia Bullrich

          

          	
            PJ

          
        


        
          	
            Ministerio de Educación

          

          	
            Hugo Juri

          

          	
            Independiente

          
        


        
          	
            Ministerio de Defensa

          

          	
            Horacio Jaunarena

          

          	
            UCR

          
        


        
          	
            Ministerio de Justicia

          

          	
            Jorge de la Rúa

          

          	
            UCR-DLR

          
        


        
          	
            Turismo, Cultura y Deporte

          

          	
            Hernán Lombardi

          

          	
            UCR-“sushi”

          
        

      
    


    Cuadro 1.3. Recambios ministeriales durante 2001


    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            Ministerio

          

          	
            Ministro

          

          	
            Partido/fracción

          
        


        
          	
            Ministerio del Interior

          

          	
            Ramón Mestre

          

          	
            UCR

          
        


        
          	
            Ministerio de Economía

          

          	
            Ricardo López Murphy

          

          	
            UCR

          
        


        
          	
            Ministerio de Economía

          

          	
            Domingo Cavallo

          

          	
            Acción por la República

          
        


        
          	
            Ministerio de Trabajo

          

          	
            José Gabriel Dumón

          

          	
            UCR

          
        


        
          	
            Ministerio de Educación

          

          	
            Andrés Delich

          

          	
            UCR-“sushi”

          
        


        
          	
            Ministerio de Desarrollo Social

          

          	
            Marcos Makón

          

          	
            Frepaso

          
        


        
          	
            Ministerio de Desarrollo Social

          

          	
            Juan Pablo Cafiero

          

          	
            Frepaso

          
        


        
          	
            Ministerio de Desarrollo Social

          

          	
            Daniel Sartor

          

          	
            UCR

          
        


        
          	
            Ministerio de Infraestructura y Vivienda

          

          	
            Carlos Bastos

          

          	
            Acción por la República

          
        


        
          	
            Seguridad Social

          

          	
            Patricia Bullrich

          

          	
            PJ

          
        

      
    


    


    Por otro lado, casi todos los ministerios estuvieron balcanizados, con secretarías y subsecretarías que no se coordinaban entre sí y con ministros que no podían nombrar a todos sus colaboradores. La excepción fue el ministerio de Economía, que mostró la relativa autonomía de esta cartera y sus elencos: allí se privilegió constituir un equipo cohesionado, y Machinea pudo elegir a sus secretarios y subsecretarios (Novaro, 2002b). El resto de las carteras, en cambio, arrastrarían problemas de funcionamiento evidentes a partir de la existencia de lealtades y desconfianzas cruzadas.


    En ausencia de reglas explícitas para repartir los cargos o designar a los colaboradores de mayor jerarquía, cada espacio devino una prenda de negociación, donde primaría el criterio del radicalismo, y en particular el de la fracción más cercana al presidente electo. En efecto, luego de que Fernando de la Rúa lograra erigirse como candidato presidencial, demostrando el poder de la estructura partidaria radical sobre el polo “novedoso” del par, la gravitación de su criterio para dirimir distintas cuestiones no haría más que consolidarse. Es cierto que dicho “criterio” para la toma de decisiones se caracterizaba por la aversión al conflicto explícito y por el método de “mantener la ambigüedad hasta que se volviera insoportable”, es decir, esperar hasta que el propio curso de los acontecimientos decantara y pareciera inevitable (Novaro, 2002a: 25-26). Por eso mismo, la decisión sobre los cargos se demoró hasta el momento de asumir el poder, alimentando, una vez más, intrigas en el seno de la coalición.[9]


    Con el vertiginoso ascenso de la Alianza desde su creación en 1997 hasta su llegada al poder en 1999, los socios habían descuidado la oportunidad de darse reglas de juego internas, negociar mecanismos institucionales de toma de decisiones y resolución de conflictos. Dicho entramado de reglas, que parece ser patrimonio del radicalismo (Carrizo, 2011) y estar ausente o tender a un funcionamiento particularmente informal para el caso del peronismo (Freidenberg y Levistsky, 2007), era un desafío mayúsculo para este proyecto híbrido y novedoso en la historia argentina de una coalición entre dos partidos políticos. En un país fuertemente presidencialista,[10] no existen grandes incentivos institucionales para que el presidente busque consensuar las decisiones de gobierno, y la expectativa de un gobierno “de coalición”, que se aproximara en parte a los esquemas parlamentarios, no pasaría de ser una ilusión de algunos de sus protagonistas (entre ellos, del propio líder del Frepaso; véase Álvarez y Morales Solá, 2002: 100-103). Durante la difícil y a veces incluso áspera negociación que llevó a la conformación de la Alianza, estos aspectos no habían quedado saldados. Los partidos tenían dificultad para calibrar sus propias fuerzas y las de la otra parte, e hicieron primar el objetivo de llegar al poder por sobre algunos acuerdos ideológicos y organizacionales fuertes (Vázquez, 2006). Sin embargo, cuidar el delicado equilibrio entre las partes era una condición necesaria para que la coalición durara en el tiempo y pudiera atravesar momentos de crisis. Los documentos emitidos por el Instituto Programático de la Alianza (IPA) habían buscado avanzar en un punto de vista común para su propuesta política (Godio, 1998), pero el funcionamiento cotidiano del gobierno no lograría acercarse a una síntesis cohesionada sino que se parecería más bien a una yuxtaposición de distintos agrupamientos:


    [En cada ministerio] había gente con la que se podía hablar… Pero no era un gobierno de equipo. Y esto, me parece, ha quedado demostrado por la historia; pero más allá de eso, desde la cosa cotidiana no era un gobierno de equipo. Hablabas con tus amigos y no había una sensación de que estábamos todos en la misma cosa (entrevista a secretario de Estado, UCR, 19/5/2009).[11]


    Al hacer foco sobre el entorno inmediato del presidente, se advierte una composición particular de actores, con un modo también particular de relacionarse entre sí. Ciertamente, junto con el desbalance entre el Frepaso y la UCR, desembarcaron en el Poder Ejecutivo una serie de figuras y grupos que, si bien se encontraban vinculados a estos partidos, habían tenido un protagonismo menor hasta entonces: asesores y economistas de corte neoliberal y miembros del denominado “grupo sushi”,[12] entre otros. Este protagonismo frente a los políticos tradicionales y su avance en la toma decisiones dieron lugar a un juego de recelos, tensiones y disputas, donde los actores involucrados se vieron obligados a tomar postura, autodefinirse y, como contrapartida, definir a aquellos de los que se diferenciaban.


    Entre los consejeros de los que se rodeó Fernando de la Rúa una vez en el poder se encontraba el controvertido Fernando de Santibañes, que tenía a su cargo la estratégica Secretaría de Inteligencia del Estado (SIDE). Banquero exitoso y amigo del presidente, De Santibañes era un economista cercano al sector financiero, con estudios de posgrado en la Universidad de Chicago, donde había generado lazos con hombres que más tarde ocuparían puestos clave en el FMI. Con nulas credenciales partidarias, los observadores de la hora lo caracterizaban como un hombre determinante en el corazón del poder delarruista, cuya presencia, estimaban, no hacía más que reflejar la naturaleza de este núcleo: “De Santibañes es un ejemplo de cómo es el corazón del delarruismo: no pertenece al partido, no responde a ninguna estructura, su cercanía al candidato sólo se explica por su relación personal” (La Nación, 2/9/1999).


    Este personaje, cada vez más poderoso en el gobierno aliancista, era contemplado con desconfianza y rechazo por la amplia mayoría de los dirigentes de la coalición. Vicepresidente del think tank liberal FIEL y uno de los fundadores del CEMA,[13] su rivalidad con el equipo económico de Machinea quedó de manifiesto desde el principio, al igual que la particularidad de sus concepciones económicas, más ortodoxas que las anticipadas por la coalición gobernante.[14] Así, para muchos de los protagonistas, la cercanía de De Santibañes con el presidente representaba un peligro y un viraje en las promesas de la Alianza. Más tarde, tras la caída del gobierno, y los esperables reacomodos y justificaciones que eso generaría, el primer jefe de Gabinete de la Alianza, Rodolfo Terragno, llegaría a señalarlo como el hombre más influyente sobre las decisiones de De la Rúa en términos económicos y el que apuntalaría su relación de obediencia hacia el FMI en tiempos de crisis.[15] En todo caso, su gravitación en el Poder Ejecutivo contribuiría a desplazar a otros grupos de tradición menos liberal dentro de la Alianza; se trataba precisamente de aquellos que habían negociado en los albores su constitución (Storani, Terragno, Álvarez, entre otros). Su importancia, en cambio, sería mayor a la hora de nuclear a los economistas cercanos a think tanks liberales y organismos internacionales y a los jóvenes miembros del grupo sushi.


    La designación de ciertos economistas ortodoxos con escasas credenciales partidarias originó numerosas fricciones dentro de la UCR, ya que sus dirigentes temían que los organismos multilaterales ganaran amplia influencia en la toma de decisiones a través de esos nombramientos (Novaro, 2009: 563). También el Frepaso se encontraba inquieto ante dicho ascenso, pues la amenaza latente era clara para un partido que había nacido en oposición al menemismo. Si bien el mantenimiento de la convertibilidad no era objetado por ninguna de las partes, estos nuevos elencos y redes de la coalición contribuían a reforzar las semejanzas con el gobierno de Carlos Menem. Los diarios de la época reflejaban desde el comienzo esos resquemores:


    Los asesores de Álvarez temen que De la Rúa use a su compañero de fórmula para mostrar una faceta falsa y después se corra a la derecha como hizo Menem. Por eso miran con desconfianza a De Santibañes, el más liberal del grupo íntimo de De la Rúa (Perfil, 4/9/1999).


    Por su parte, el denominado grupo sushi estaba conformado por un conjunto de jóvenes –por lo general no superaban los 40 años– con gran cercanía e injerencia sobre el presidente, en especial a través de su hijo mayor, Antonio de la Rúa. Este grupo de fronteras difusas, que fue ganando robustez con el correr del tiempo, estaba integrado también por Fernando “Aíto” de la Rúa, Darío Lopérfido, Lautaro García Batallán, Cecilia Felgueras, Andrés Delich, Darío Richarte y Hernán Lombardi. Fernando de Santibañes hacía las veces de “padrino” de este sector que accedía a distintas posiciones del Ejecutivo por fuera de los canales partidarios. No obstante, los miembros del grupo no carecían de experiencia política. Si bien en virtud de su juventud sus carreras políticas eran en promedio más cortas que las de los dirigentes aliancistas, su experiencia no era desdeñable. Salvo los hijos del presidente, que eran los únicos con nula participación en este ámbito, el resto había militado en agrupaciones universitarias (fundamentalmente Franja Morada) y, más tarde, dentro de las filas de la UCR. Con padres que ejercían profesiones liberales (a excepción de Darío Lopérfido, cuyo padre había sido obrero gráfico), provenían mayoritariamente de familias de clase media. A su vez, contaban con experiencia en el sector público: habían accedido a sus primeros cargos, ya fuera como secretarios o legisladores de la ciudad, de la mano de Fernando de la Rúa cuando había sido jefe de gobierno de la ciudad de Buenos Aires (1996-1999). Pero el gran salto en sus carreras políticas se daría con el gobierno de la Alianza: entonces ocuparon secretarías fundamentales en distintos ministerios y, más tarde, con el progresivo desmoronamiento de la coalición gobernante, llegaron a revestir como ministros y ocupar cargos de alta visibilidad como, por ejemplo, la vicejefatura de gobierno de la ciudad. Frente a las críticas a su impronta y a sus conexiones, los propios integrantes reivindicaban la juventud y la novedad que esta acarreaba: “Si algo yo le reconozco a De la Rúa es que le[s] abrió la puerta a un montón de muy jóvenes dirigentes políticos para cargos importantes”, aseguraba la vicejefa de gobierno porteño (Cecilia Felgueras, Página/12, 15/4/2001).


    Sin duda este grupo de jóvenes no era contemplado con igual agrado desde las filas radicales que, una vez más, temían ser desplazadas de las decisiones fundamentales del gobierno. Los radicales tradicionales utilizaban el apelativo “sushi” para este grupo de jóvenes llegados tempranamente a las altas esferas del poder, con el fin de señalar esnobismo y ostentación: “Los mismos que hicieron un aviso publicitario diciendo que ‘acá se acaba la fiesta para unos pocos’ son los que ahora aparecen manejando un Jaguar y se pasean por el mundo tomando champagne con el jet set” (La Nación, 2/10/2000). Esta denominación, que en un principio podía parecer inocua, no tardó en adquirir un carácter peyorativo, al evocar cierta frivolidad y la predilección por los instrumentos de marketing (Qués, en prensa). Los propios integrantes del grupo resistían este mote y criticaban al partido centenario por hacerlo circular. Así, a medida que las oposiciones internas eran más patentes, declaraban que era el “establishment partidario” el que se había encargado de reproducir tal denominación, e intentaban conjurar la fama de controladores de los designios presidenciales, asegurando que la existencia del grupo se fundamentaba en la voluntad del presidente. Con respecto a De la Rúa, Darío Lopérfido afirmaba que “el grupo es de él y para él”, y aseguraba que lo tenía sin cuidado lo que pudiera decir algún “dinosaurio” (en referencia a los viejos políticos del partido) (La Nación, 2/10/2000). Años más tarde, Lopérfido explicaría los motivos de la denominación grupo sushi del siguiente modo:


    Argentina es un país que tiene corporaciones políticas muy afianzadas y que son, en cierto modo, los dueños de la pelota. Cuando hay gente que no pertenece a la corporación y escala posiciones, intentan desprestigiarla… La gente más pro decía: “Qué bueno, gente joven viene a descontaminar la política”. Pero políticos y periodistas decían: “¿Estos pibes tienen un lugar? Si no estuvieron tomando mate en un comité por veinticinco años”… Lo veían como algo invasor, y se inventó lo del grupo sushi (Para Ti, 13/1/2010).


    De esta manera, los sucesivos movimientos de etiquetamiento y crítica iban trazando las fronteras en disputa. Según Latour (2008: 49), este constante trazado de límites es una característica del mundo social y la autodefinición y justificación requiere esta puesta a distancia del grupo alterno:


    Cuando se debe trabajar para trazar o volver a trazar fronteras de un grupo, se califica a otros agrupamientos como vacíos, arcaicos, peligrosos, obsoletos, etc. […] de modo que por cada grupo a definir se establece también una lista de antigrupos (Latour, 2008: 54).


    Los “antigrupos” del entorno presidencial eran múltiples, tanto en el radicalismo como en el Frepaso, que, por otra parte, tampoco constituían conjuntos homogéneos. Entre sus distintas corrientes internas, en la UCR sobresalían dos espacios diferenciados: por un lado, los sectores más “progresistas”, que rodeaban al ex presidente Raúl Alfonsín y que, en gran medida, habían contribuido a sellar la Alianza; por el otro, los sectores más conservadores del partido, cuya oposición al menemismo había sido más tibia, y que en muchos casos contaban con apoyos distritales significativos (eran, de hecho, quienes habían peleado por resguardar sus listas partidarias en las elecciones). Como suele ocurrir con las tradiciones políticas, para los distintos grupos la Alianza significaba distintas cosas, y sus apuestas tendían a conducirla en direcciones diferentes. La ausencia de un liderazgo fuerte y de una articulación sólida entre el presidente y su vice facilitaría esas disputas.
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